El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / EN MATERIA PENSIONAL / TÉRMINOS PARA CONTESTAR / VALORACIÓN PROBATORIA / SE CONCLUYE QUE LA RESPUESTA FUE OPORTUNA E IDÓNEA.
El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La Corte Constitucional, en relación con el derecho de petición para resolver reclamaciones de reconocimiento pensional, ha dicho:

“… este Tribunal constitucional en reiterada jurisprudencia ha determinado que las empresas encargadas de garantizar el acceso a la pensión tienen el deber de responder las peticiones de reconocimiento pensional según los siguientes criterios: 


“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal…”.  (…)
Surge de las… pruebas que, tal como lo dedujo el funcionario de primera instancia, la contestación brindada por Colpensiones cumple los requisitos jurisprudenciales a que se hizo referencia, ya que antes de que venciera el lapso de cuatro meses concedido para ese efecto, se resolvió de fondo la cuestión. En consecuencia, no se le puede atribuir lesión alguna a la citada entidad.
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Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el apoderado de la accionante Ana Dolores Ramírez Mosquera frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 5 de octubre último, en la acción de tutela que instauró contra Colpensiones, a la cual fue vinculada la Gerente Nacional de Peticiones, Quejas, Reclamos y Sugerencias de esa entidad.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la demandante que el 18 de mayo pasado, solicitó a Colpensiones reconocer y pagar la pensión de vejez de la accionante. Sin embargo, hasta la fecha esa entidad no se ha pronunciado sobre el particular. Agregó que la citada señora tiene la expectativa de recibir tal prestación “por la cual trabajó y cotizó largos periodos cumpliendo así a cabalidad con los exigido (sic) por la Ley”.

2. Considera lesionados los derechos de petición, igualdad, vida digna, salud, debido proceso y seguridad social. Para su protección, solicita se ordene a Colpensiones dar respuesta de fondo a la citada reclamación y reconocer esa prestación vitalicia.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 27 de septiembre último se admitió la acción y se ordenaron las notificaciones de rigor.

2. Se pronunció el Gerente de Defensa Judicial de Colpensiones para manifestar que mediante oficio del 23 de mayo pasado se le informó a la accionante que no era procedente su reclamación pensional, ya que “aparece en estado de traslado aprobado por el ISS al fondo privado Porvenir con fecha de novedad 1/2/1995”. Solicita se declare la carencia actual de objeto por hecho superado.

3. Mediante sentencia del 5 de octubre pasado, el Juez Civil del Circuito de Dosquebradas negó el amparo solicitado porque la entidad demandada se pronunció sobre la petición formulada por la actora, el 18 de mayo pasado, por medio de oficio del 23 siguiente, en el que le comunicó que no era posible dar trámite a esa reclamación pensional ya que con anterioridad, había sido trasladada de régimen pensional. Esa respuesta, que fue enviada a la dirección aportada por su apoderado, reúne los requisitos jurisprudencialmente establecidos, pues se produjo antes de que venciera el término de cuatro meses correspondiente y resuelve con claridad y de fondo la cuestión, independientemente de que no haya accedido a lo solicitado.

4. Inconforme con el fallo, el apoderado de la accionante lo impugnó. Alegó que en este caso se incumple uno de los presupuestos que hacen parte del núcleo esencial del derecho de petición, ya que ni él ni su poderdante, han recibido respuesta alguna a la solicitud formulada; el despacho tampoco tuvo la precaución de verificar si ese hecho efectivamente se había producido.

Solicita se revoque la sentencia recurrida y se acceda a las pretensiones de la demanda.

5. En esta sede, mediante auto del 6 de noviembre último, se puso en conocimiento de la Gerente Nacional de Peticiones, Quejas, Reclamos y Sugerencias de Colpensiones la nulidad configurada por haber omitido su vinculación al trámite, con la advertencia de que si no la alegaban dentro del término de los tres días, quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Ante su silencio, se produjo la consecuencia señalada.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2. Corresponde a la Sala decidir si la entidad demandada desconoció los derechos invocados por la actora, al no resolver en debida forma la solicitud que le elevó para obtener el reconocimiento de su pensión de vejez.  

3. El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La Corte Constitucional, en relación con el derecho de petición para resolver reclamaciones de reconocimiento pensional, ha dicho:

“Con respecto a este derecho, esta Corporación ha establecido que el núcleo esencial del derecho de petición está conformado por cuatro elementos, a saber: (i) la posibilidad de presentar de manera respetuosa solicitudes ante las autoridades, “sin que estas se nieguen a recibirlas o tramitarlas”; (ii) la potestad de obtener una respuesta pronta y oportuna dentro del término legal; (iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de forma clara, precisa y adecuada; y (iv) el derecho a que la respuesta sea puesta en conocimiento del interesado oficiosamente.

  
Así mismo, este Tribunal constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha determinado que las empresas encargadas de garantizar el acceso a la pensión tienen el deber de responder las peticiones de reconocimiento pensional según los siguientes criterios: 


“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional-incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal; 

“(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.

 
“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.” 

De acuerdo con lo anterior, es claro que cuando se le solicita el reconocimiento de una pensión a la entidad encargada de ello, ésta última tiene cuatro meses para dar respuesta a la solicitud de fondo, y seis meses para tomar las medidas que sean necesarias para empezar a pagar las mesadas pensionales. El desconocimiento de dichos términos según lo establece la jurisprudencia constitucional, acarrea vulneración a los derechos fundamentales de petición, mínimo vital y vida digna, por cual se vuelve procedente el amparo constitucional.”
 
4. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El 18 de mayo de este año, la señora Ana Dolores Ramírez Mosquera, por intermedio apoderado, solicitó a Colpensiones reconocer y pagar la pensión de vejez a que dice tener derecho. Para efectos de notificación ese profesional del derecho suministró como dirección la carrera 46 No. 52-36, Edificio Vicente Uribe Rendón, oficina 504, de Medellín
. 

4.2 Por oficio del 23 del citado mes, la Gerente Nacional de Peticiones, Quejas, Reclamos y Sugerencias de Colpensiones le informó a la peticionaria que según las bases de datos de esa entidad, ella “aparece en estado de traslado aprobado del ISS al fondo privado Porvenir con fecha de novedad del 01/02/1998”, razón por la cual su reclamación es improcedente
. 

4.3 Esa respuesta fue remitida a la dirección aportada por el apoderado de la accionante y allí se recibió el 1º de junio último
. 

5. Surge de las anteriores pruebas que, tal como lo dedujo el funcionario de primera instancia, la contestación brindada por Colpensiones cumple los requisitos jurisprudenciales a que se hizo referencia, ya que antes de que venciera el lapso de cuatro meses concedido para ese efecto, se resolvió de fondo la cuestión. En consecuencia, no se le puede atribuir lesión alguna a la citada entidad.

6. La Sala no comparte los argumentos expuestos en la impugnación, relativos a que esa respuesta no fue puesta en conocimiento y que le correspondía al despacho corroborar que a ello sí se hubiere procedido, con sustento en que, según quedó demostrado, aquella fue remitida a la dirección suministrada por el apoderado de la accionante y se aportó prueba de su recibo, ante lo cual no había razón alguna que obligase al juzgado a corroborar tal hecho, máxime que, si fuera del caso, al que le incumbía desvirtuarlo, sería al mismo peticionario. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 5 de octubre último, dentro de la acción de tutela que formuló la señora Ana Dolores Ramírez Mosquera contra Colpensiones, a la cual fue vinculada la Gerente Nacional de Peticiones, Quejas, Reclamos y Sugerencias de esa entidad.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver Sentencias T-208 de 2012 , T-411 de 2010 y T-173 de 2013 


� Ver Sentencias SU-97 de 2003 , T-081 de 2007 , T-1128 de 2008 y T-41 de 2010 


� Ver Sentencias SU-975 de 20013 y T-208 de 2012 


� Sentencia T-511 de 2014, MP: Dr. Alberto Rojas Ríos


� Folio 4 


� Folios 28 y 29


� Ver constancia de entrega de la empresa de correos a folio 30
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